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Voto particular que formula la Magistrada doña Elisa Pérez Vera respecto del Auto del Pleno de este 
Tribunal dictado en el recurso de inconstitucionalidad núm. 8045-2006, en el incidente de recusación 
del Magistrado don Pablo Pérez Tremps.

 

 

Respetando, como resulta obligado, el criterio mayoritario reflejado en el Auto a que se refiere el 
encabezamiento, me siento en la obligación de ejercitar frente a él la facultad prevista en el art. 90.2 
LOTC, con el fin de reflejar fielmente la posición que mantuve en la deliberación del Pleno, expresando a 
través de este Voto mi discrepancia con el Fallo y con los argumentos que lo sustentan. El Fallo del que 
discrepo establece que el Pleno acuerda “estimar la recusación del Magistrado de este Tribunal Excmo. Sr. 
Don Pablo Pérez Tremps por la causa 13ª del art. 219 LOPJ”. Pues bien, como sostuve en el Pleno, entiendo 
que el fallo tenía que haber sido de desestimación, tanto por razones formales, como por motivos 
sustantivos. 

1. En cuanto a la regularidad formal de la solicitud de recusación, entiendo que procedía admitir algunos 
de los óbices procesales suscitados por la Generalidad y el Parlamento de Cataluña en relación con el poder 
especial que ha de acompañar a toda recusación, ex art. 223.2 LOPJ. En efecto, como se recoge con 
detalle en los antecedentes del Auto mayoritario, son varias las tachas que se imputan a la escritura de 
poder aportada; todas ellas rechazadas en su FJ 1. Pues bien, comparto la opinión de la mayoría en el 
sentido de que el tenor literal del Poder considerado, cuando faculta al Comisionado de la parte 
recurrente, entre otras personas, para que “puedan instar la recusación” no autoriza a desconectar el 
mandato que en el mismo se contiene del propósito expreso de subsanar el defecto puesto de manifiesto 
por la providencia de 28 de septiembre de 2006. En consecuencia entiendo que el Poder aportado cumple 
satisfactoriamente en este punto la subsanación exigida por el Pleno de este Tribunal. 

Por el contrario, mantengo una opinión opuesta a la del Auto mayoritario, en relación con los dos otros 
óbices suscitados.  Así es en cuanto al reproche de extemporaneidad que la representación procesal de la 
Generalidad dirige al Poder especial. Entiende en tal sentido el Ejecutivo catalán que, habiéndose otorgado 
el 5 de octubre de 2006 (es decir con fecha posterior a la providencia de 28 de septiembre que concedía el 
plazo de subsanación y mucho después de la presentación del escrito de recusación que acompañaba a la 
demanda con entrada en este Tribunal el 31 de julio de 2006), la válida manifestación de voluntad de los 
demandantes se produjo varios meses después de formalizado el recurso, en contra de lo dispuesto en el 
art. 223.1 LOPJ, que establece que la recusación se interpondrá “tan pronto como se tenga conocimiento 
de la causa en que se funde”. Dicha exigencia, en las circunstancias del caso, conducen a la fecha de 
interposición del recurso, dado que el motivo al que se anudan las distintas causas de recusación es el 
mismo que sirvió de base a la recusación que acompañaba el Recurso de Amparo interpuesto por un grupo 
de Diputados del Grupo Parlamentario del Partido Popular del que también forman parte los Diputados que 
han presentado el Recurso de inconstitucionalidad 8045-2006, que nos ocupa. Dicho en otros términos, 
aceptando la naturaleza subsanable de los defectos de postulación, lo que resultaría subsanable sería la 
falta de aportación del poder especial, no la falta de otorgamiento del mismo en el plazo previsto para la 
interposición de la recusación.

Creo evidente que la tesis expuesta puede mantenerse a la luz de la estricta doctrina de este Tribunal en 
cuanto se refiere a los plazos procesales, más concretamente, en relación con la exigencia de que conste 
que la decisión de plantear el recurso concreto de inconstitucionalidad de que se trate ha precedido 
efectivamente a su interposición. Una exigencia que el Tribunal Constitucional ha mantenido de manera 
constante y que se predica tanto de los órganos colegiados como de los unipersonales con habilitación para 
interponer recursos de inconstitucionalidad (por todos, ATC 230/2003, de 1 de julio, FJ 1, con cita de los 
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AATC 547/1989, FJ 2, y 92/1999, FJ 4), y que se extiende también a las acciones ejercitadas por un grupo 
de Diputados o Senadores (ATC 459/2004, de 16 de noviembre, FJ4). De ahí que en los debates del Pleno 
dejara constancia de mi posición al respecto, a partir del entendimiento de que la necesidad del acuerdo 
previo en los supuestos a que acabo de hacer referencia y en el análisis de los requisitos procesales para la 
recusación de un Magistrado responden a una identidad de razón, y que habrían conducido a este Tribunal 
a admitir, desde fecha temprana, que el rechazo preliminar de la recusación (o su inadmisión, añadimos 
nosotros) “puede producirse por incumplimiento de los requisitos formales que afectan a la esencia del 
procedimiento” (STC 47/82, de 12 de julio, FJ 3).

En mi opinión, frente a tales planteamientos no puede mantenerse, como hace el Auto mayoritario, sin 
apoyatura doctrinal o jurisprudencial de ningún tipo, que “nada impide que esa acreditación pueda 
producirse dentro del plazo de subsanación fijado, lo que abarca tanto la posibilidad de presentar un poder 
ya otorgado, pero que no fue presentado, como la de otorgar y presentar el poder en el período de 
subsanación”. Y es que, la exigencia legal de un Poder especial para recusar se corresponde con la 
gravedad de la finalidad perseguida por toda recusación, que no es otra que la de apartar a un Juez o 
Magistrado del conocimiento de la causa de la que de modo normal tendría que conocer. Por tanto resulta 
perfectamente coherente el que se entienda que tal decisión no se pueda adoptar después del momento en 
que la recusación era posible, es decir, “tan pronto como” el recusante tuvo conocimiento de la causa que 
invoca. 

Por todo lo anterior entiendo que debía haberse acogido el óbice procesal examinado.

A idéntica conclusión llego -apartándome de nuevo de la opinión mayoritaria- tras considerar el dato de 
que el poder especial para recusar no fuera otorgado por la totalidad de los integrantes de la agrupación de 
Diputados que interpuso el recurso de inconstitucionalidad contra determinados preceptos de la Ley 
Orgánica 6/2006, de 19 de julio. Y es que, como muestra el examen de las actuaciones el escrito de 
recusación presentado por el Comisionado de los Diputados recurrentes, Sr. Trillo-Figueroa, el mismo día 
en que interpuso el recurso de inconstitucionalidad (31 de julio de 2006), sólo aparece firmado por él sin 
que se acompañe de ningún documento que exprese la voluntad de dichos Diputados de recusar al 
Magistrado Excmo. Sr. Pérez Tremps. Pues bien el poder especial aportado en el período de subsanación 
concedido por este Tribunal aparece otorgado por setenta y uno de los noventa y nueve Diputados que 
sostienen el recurso de inconstitucionalidad, sin que, por lo demás, pueda tener efectos jurídicos el que 
otros tres Diputados, que no interpusieron en su día el recurso de inconstitucionalidad, se unieran al grupo 
de los Diputados recusantes. 

En tales circunstancias hemos de pronunciarnos sobre si consta o no la voluntad recusatoria de la parte 
actora formada por la agrupación de los noventa y nueve Diputados que el 31 de julio de 2006 interpuso el 
recurso de inconstitucionalidad. El tema es importante porque sólo las partes (art. 80 LOTC en relación con 
los arts. 218 LOPJ y 101 LEC) están legitimadas para recusar, por lo que determinar el concepto de parte 
procesal cuando se trata de agrupaciones de cincuenta o más Diputados o Senadores (arts. 162.1.a CE y 
32.1.c y d LOTC) adquiere la máxima significación.

Según nuestra doctrina (por todas STC 42/1985, de 15 de marzo, FJ 2) en estos casos la legitimación para 
interponer un recurso de inconstitucionalidad no está atribuida a un órgano, ni a una parte del mismo, sino 
a una agrupación ad hoc creada al solo efecto de actuar ante este Tribunal por lo que sólo tiene existencia 
jurídica como parte en el proceso, en el cual los Diputados o Senadores no actúan en rigor como 
litisconsortes (ATC 874/1985, de 5 de diciembre, FJ 1), sino como integrantes de una parte única que, por 
su misma caracterización, ha de ser siempre plural. 

            Pues bien es esa parte única, aunque plural en su composición, la que puede recusar sin que 
puedan hacerlo, sustituyendo su voluntad, un distinto grupo de parlamentarios, y ello al margen de que ese 
nuevo grupo sea una fracción de la propia parte o de que esté formado, él también, por el número de 
Diputados o Senadores que marca la Constitución para constituirse en parte. Admitir lo contrario 
equivaldría a diluir la noción de parte procesal, en contra no sólo de la constante jurisprudencia de este 
Tribunal sino de la misma voluntad del constituyente.

            Si esto es así, y personalmente así lo creo, tengo que mostrar mi frontal rechazo de la conclusión 
que alcanza en este punto el Auto del que discrepo cuando afirma, de manera apodíctica, que “en ausencia 
de regulación legal, así como de precedente […] debemos considerar, en el presente caso, que setenta y 
uno de los noventa y nueve Diputados superan el número de cincuenta que les hubiera permitido por sí 
mismos constituirse en parte, por lo que, también en este punto, en atención a las consideraciones 
efectuadas, debe ser rechazado el óbice procesal”. 

            En efecto, considero que la configuración como partes procesales en los recursos de 
inconstitucionalidad de las agrupaciones de Diputados o Senadores a que se refiere el art. 162.1.a CE no 
exige de mayor regulación de la que tiene y que, en la medida en que lo ha considerado necesario ha sido 
completada por este Tribunal Constitucional, sin que, por lo demás, la referencia a una eventualidad que 
no se ha producido (la de que los recusantes podrían por sí mismos constituirse en parte) pueda debilitar la 
posición de la única parte recurrente en el presente proceso. En suma, dado que el defecto apreciado 
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afecta a la legitimación, incidiendo en la correcta constitución de la relación jurídico procesal del 
incidente recusatorio, entiendo que el Tribunal debería haberlo apreciado como causa de inadmisión.

            2. Aunque, de acuerdo con lo expuesto hasta aquí, en mi opinión el Auto podía haber sido de 
inadmisión, considero -y así lo manifesté en el Pleno- que, ante una recusación que afecta necesariamente 
a la garantía institucional de la imparcialidad y una vez tramitada la pieza de recusación, el Tribunal no 
podía quedarse en una respuesta formal que dejara imprejuzgadas las concretas tachas de imparcialidad 
formuladas al Magistrado Excmo. Sr. Pérez Tremps. Por eso entendí que, para despejar cualquier sospecha 
en el ánimo de los recusantes, procedía el análisis de fondo de las causas invocadas. Lamento que, 
realizado dicho análisis, la conclusión alcanzada por la mayoría sea de estimación de la recusación 
planteada, sobre la base de la existencia de datos nuevos respecto de lo expresado en el ATC 18/2006, de 
24 de enero, y de un entendimiento de la imparcialidad judicial que, en su aplicación al caso, no puedo 
compartir.
 
3. En relación con la evaluación de los hechos que se aducen como base de la recusación, hechos que 
fueron ya analizados en el citado ATC 18/2006, creo relevante formular dos consideraciones previas: 

            Frente al criterio de la mayoría, entiendo evidente que la prueba practicada no ha puesto de 
manifiesto ningún hecho nuevo relevante que no fuera tomado en consideración cuando se rechazó la 
anterior solicitud de recusación. Así es, en el FJ 4 del ATC 18/2006, valoramos que el trabajo aducido 
entonces y ahora como causa de recusación había sido encargado al Sr. Pérez Tremps, en su condición de 
Catedrático, por el Instituto de Estudios Autonómicos de la Generalidad de Cataluña (en adelante IEA); que 
era contestación a un cuestionario previo y que quienes lo solicitaron pretendían que sirviera de 
contrapunto a un informe anterior realizado por un grupo de profesores universitarios que analizaba “las 
posibilidades que ofrece la reforma estatutaria en orden a mejorar el nivel y la calidad del autogobierno”. 
Supimos entonces, como ahora, cual fue su contenido, en qué contexto se enmarcaba, y que fue 
retribuido. Conocimos entonces, como ahora, que fue publicado en un volumen conjunto titulado “Estudios 
sobre la reforma del Estatuto” en el que participaron otros jueces y profesores, y que, por iniciativa del 
nuevo Director del IEA, dicho trabajo se había aportado al Parlamento catalán una vez iniciado el proceso 
de reforma estatutaria. Precisamente ésta fue entonces la razón  de la recusación.

            A lo expuesto cabe añadir, como segunda precisión, que el resultado de la prueba practicada en 
este incidente ha ratificado punto por punto -y, en algunos casos, fortalecido- las conclusiones fácticas 
alcanzadas entonces. Así, según consta en el documento núm. 7 de los que forman el expediente relativo a 
la contratación del estudio aludido, el encargo verbal, a que se refiere el Magistrado recusado en su 
informe, se formalizó, por carta de quien entonces era Director del IEA, de 26 de noviembre de 2003, fecha 
anterior a la constitución del nuevo Gobierno catalán, a que se adoptara la decisión de abrir el debate 
estatutario en el seno de una Comisión parlamentaria y, por tanto, a la aprobación por la misma del primer 
borrador de reforma estatutaria. Y estos datos no resultan alterados por el hecho de que la formalización 
administrativa del correspondiente contrato se firmara el 8 de marzo de 2004 -documento núm. 6- o de que 
la entrega del trabajo realizado a la Administración fuera anterior al 10 de mayo de 2004, que es la fecha 
en que el Magistrado recusado presentó la minuta de honorarios.

            Tampoco puedo compartir las subjetivas valoraciones que, presentadas como conclusiones fácticas, 
se incluyen sin justificación adicional en la resolución aprobada por la mayoría. Así, al tratar de establecer 
una, en mi opinión, inexistente conexión entre el trabajo realizado y el proceso de reforma estatutaria se 
afirma y presenta como conclusión lógica que la solicitud efectuada por el Instituto de Estudios 
Autonómicos se enmarcaba en el objetivo de preparar la reforma del Estatuto de Autonomía de Cataluña y 
que se produjo en el momento de la fase preparatoria de dicha iniciativa legislativa. Ya he expuesto como, 
cronológicamente, la prueba practicada desmiente tajantemente tal afirmación. Pero se orilla también 
que, como destacamos en el ATC 18/2006, fomentar debates sobre el gobierno autonómico es 
precisamente el objetivo fundacional e institucional del IEA, pues según el Decreto 122/2000, de 20 de 
marzo, tiene entre sus competencias “el estudio e investigación sobre la autonomía y la elaboración de 
estudios y propuestas sobre la mejora del autogobierno y sus vías de articulación”. 

            De manera que si la participación en los debates sobre los límites y posibilidades constitucionales 
del autogobierno autonómico que propicia el IEA justifica una sospecha fundada de parcialidad, todos los 
que a través de los años han venido participando en sus actividades, incluidos muchos de los profesores 
españoles de Derecho Constitucional y Administrativo, numerosos Jueces y Magistrados, estarían también 
incursos en causa de recusación. Tal conclusión, por absurda y extensiva, no resiste un análisis riguroso, 
como no lo resiste la apreciación según la cual el IEA es una institución implicada en el procedimiento de 
elaboración de normas que pueden llegar a ser objeto de control constitucional. No hay una sola norma que 
atribuya al IEA tal función, ni tal función le puede ser atribuida por el hecho de que, libérrimamente, 
Diputados y Letrados del Parlamento de Cataluña hayan decidido utilizar para formar su voluntad el 
resultado de los debates que el IEA ha fomentado desde su creación. 

En la busca de una conexión con el objeto del recurso de inconstitucionalidad en el que se ha planteado 
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este incidente -que no aprecio que exista-, se afirma sin mayor argumentación en la resolución de la que 
disiento (FJ 5, punto 10º) que el contenido del estudio del  Magistrado Excmo. Sr. don Pablo Pérez Tremps 
ha tenido reflejo normativo en el texto aprobado por el Parlamento de Cataluña. Dado el carácter 
abstracto de su reflexión jurídica, para distanciarme de la decisión adoptada por la mayoría no encuentro 
mejores palabras que las expuestas en el ATC 18/2006, FJ 5: “[...] un trabajo académico como el ya 
analizado y descrito no puede justificar una sospecha fundada de parcialidad, incluso si su tesis coincidiera 
con la que luego es defendida por alguna de las partes. Precisamente el trabajo académico, cuando merece 
tal calificativo -como lo merece el trabajo analizado-, se caracteriza por suponer la participación en una 
discusión racional desde una perspectiva que se somete a debate y consideración de la comunidad 
científica. Por ello, nunca es definitivo en sus conclusiones ya que implícitamente admite posiciones en 
contra y queda abierto a su modificación ante argumentos más razonables o mejor justificados. Tal 
naturaleza abierta, e intelectualmente sometida a debate, no sólo no choca sino que entronca con el 
fundamento mismo de la idea de imparcialidad.”

            En cuanto a la afirmación (punto 9º del FJ 5 del Auto) de que “el 19 de julio de 2004 el Director del 
IEA dirigió una comunicación al Parlamento de Cataluña remitiendo las memorias explicativas y las 
propuestas normativas relativas a los capítulos sobre “las relaciones de la Generalidad con la Unión 
Europea” y “La acción exterior de la Generalidad”, parecería fortalecer la relación entre los trabajos 
parlamentarios y el IEA (e indirectamente con el Magistrado recusado). Sin embargo, hay que señalar que al 
hacerla se omite toda referencia al documento remitido al Parlamento de Cataluña por el Departamento de 
Relaciones institucionales y participación de la Generalidad, en respuesta a una cuestión planteada por un 
Diputado del Partido Popular (que el propio Magistrado incorpora a su informe). En él se hace referencia al 
trabajo del profesor Pérez Tremps, señalando como motivo del encargo la publicación (y precisando en 
nota al pie que fueron encargados en el mes de noviembre de 2003 por el Gobierno anterior), así como a 
otros dos trabajos de otro conocido constitucionalista sobre los mismos temas y que fueron los utilizados (y 
no el del profesor Pérez Tremps), según también se dice expresamente en nota a pié de página,  para 
formular las propuestas del IEA a la ponencia parlamentaria sobre la reforma del Estatuto.
            
            En definitiva, todos los hechos significativos a los que se refiere la prueba practicada en este 
incidente fueron conocidos y valorados para dictar el ATC 18/2006, por lo que la prueba aportada y su 
resultado ni justifican ni dan excusa razonada a un distinto tratamiento jurídico de la presente solicitud de 
recusación. En tal sentido, no está de más añadir que este Tribunal ha dicho reiteradamente (por todas, 
SSTC 62/1984, de 21 de mayo, FJ 5, y, 151/2001, de 2 de julio, FJ 4) que la existencia de pronunciamientos 
contradictorios en las resoluciones judiciales, de los que resulte que unos mismos hechos ocurrieron y no 
ocurrieron, simultáneamente, es incompatible tanto con el principio de seguridad jurídica como con el 
derecho a la tutela judicial efectiva.

            4. La recusación se formula al amparo de las causas núms. 6, 10, 13 y 16 de las previstas en el art. 
219 LOPJ. Entiendo que su examen ha de realizarse a la luz de dos consideraciones de alcance general, 
según mantuvo en las deliberaciones. La primera para subrayar que la interpretación restrictiva de las 
causas de recusación, siempre vinculada al contenido del derecho a un juez imparcial, se impone con 
mayor intensidad respecto de un órgano único, como el Tribunal Constitucional, cuyos miembros no pueden 
ser objeto de sustitución (ATC 383/2006, de 2 de noviembre, FJ 3). La segunda tiene que ver con la 
naturaleza del recurso de inconstitucionalidad contra las leyes y demás disposiciones con fuerza de ley, por 
cuanto que en relación con el mismo, la labor de este Tribunal es siempre un juicio abstracto sobre la 
constitucionalidad de la norma impugnada; de ahí que el interés de las partes en el proceso -la defiendan o 
la cuestionen-, es únicamente el mantenimiento de la supremacía de la Constitución y no intereses 
particulares de cualquier otro tipo, a los que este Tribunal ha de permanecer ajeno.
 
Entrando ya a considerar las causas invocadas, no me detendré en este voto en las causas de recusación 6ª, 
10ª y 16ª del art. 219 LOPJ cuya concurrencia rechaza el Auto con argumentaciones que básicamente 
comparto. Por el contrario entiendo que la decisión mayoritaria de la que disiento no aplica a la resolución 
del caso analizado nuestra doctrina sobre la imparcialidad, cuando aprecia que concurre la causa de 
abstención o recusación prevista en el art. 219.13ª LOPJ.

            En mi opinión dicho supuesto se encuentra en íntima relación con el recogido en la causa 16ª. 
Ambas causas fueron incorporadas por la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre y, junto a la causa 14ª, 
no son sino concreciones de las causas precedentemente recogidas en la ley, con especial referencia al 
actuar publico y administrativo. Pues bien, al aplicar el contenido de la causa 13ª al supuesto de hecho, no 
puede olvidarse que la relación con el objeto del proceso constitucional exigida por ella es aún de mayor 
intensidad que la que define la causa 16ª del art. 219 LOPJ, para cuya apreciación basta con haber podido 
tener conocimiento del objeto del litigio, circunstancia que, todos coincidimos, no concurre en este caso. 
Siendo así que la relación con el objeto del proceso constitucional exigida por esta causa de recusación 
impone “haber participado directa o indirectamente en el asunto objeto del pleito o causa o en otro 
relacionado con el mismo” resulta difícil entender cómo puede mantenerse simultáneamente que quién no 
ha tenido conocimiento de un objeto puede, sin embargo, haber participado en el mismo. Por ello, y por 
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las razones reiteradamente expuestas en el ATC 18/2006, a las que ya me he referido, mal puede 
apreciarse que ha participado en un asunto, en los términos exigidos por la ley, aquel de quien, como ya 
hemos dicho, no puede afirmarse que, por su actividad tuviera tan siquiera el conocimiento del mismo.

            El contraste de tal realidad con la que ha dado lugar en distintas ocasiones a mi abstención con 
base en esta causa 13ª del art. 219 LOPJ resulta abismal. En efecto, los AATC 6/2006, 7/2006 y 27/2006, 
citados como muestra de que este Tribunal ya ha apreciado en anteriores ocasiones la concurrencia del 
supuesto regulado en la causa 13ª, atendieron a peticiones de abstención que elevé a la aprobación del 
Pleno, dado que mi participación como Presidenta del Consejo Consultivo de la Junta de Andalucía sí fue 
una participación reglada bien en el proceso de elaboración de las normas cuya constitucionalidad habría 
de enjuiciar como Magistrada del Tribunal Constitucional, bien con carácter previo a la adopción de 
determinadas decisiones en el ámbito de la Administración autonómica (art. 16 de la Ley 8/1993, de 19 de 
octubre, de creación del Consejo Consultivo de Andalucía). Dadas, pues, estas diferencias sustanciales 
entre los supuestos de abstención a que se refieren los Autos citados y la recusación aquí planteada 
entiendo que su cita en este caso nada puede aportar, sino más bien confundir.

            En otro orden de consideraciones, coincido con la resolución que resuelve el incidente en que, 
desde la óptica constitucional, para que un Juez pueda ser apartado del conocimiento de un concreto 
asunto es siempre preciso que existan sospechas objetivamente justificadas, es decir, exteriorizadas y 
apoyadas en datos objetivos, que permitan afirmar fundadamente que el Juez no es ajeno a la causa 
porque está o ha estado en posición de parte realizando las funciones que a éstas corresponden o porque 
ha exteriorizado anticipadamente una toma de partido a favor o en contra de las partes en litigio, o que 
permitan temer que, por cualquier relación jurídica o de hecho con el caso concreto, no utilizará como 
criterio de juicio el previsto por la ley, sino otras consideraciones ajenas al ordenamiento jurídico que 
pueden influirle al resolver sobre la materia enjuiciada (SSTC 162/1999, de 27 de septiembre, FJ 5, y 
69/2001, de 17 de marzo, FJ 21). 

            Pues bien, como se reconoce al rechazar el resto de las causas de recusación aducidas, con su 
reflexión jurídica el Magistrado Excmo. Sr. don Pablo Pérez Tremps ni está ni ha estado en posición de 
parte, ni tampoco ha exteriorizado anticipadamente una toma de partido a favor o en contra de las partes 
que, sólo en atención a su posición institucional, pueden participar en el presente proceso aportando sus 
puntos de vista sobre la interpretación de la Constitución. 

            Abandonada dicha vía de razonamiento, la reconstrucción de los hechos que realiza el Auto (y a la 
que antes he aludido) se encamina a establecer la participación del Magistrado recusado “en el asunto 
objeto del pleito o causa”, exigida por la causa 13ª, entendiendo por tal la concreta reforma del Estatuto 
de Cataluña, frente a la que se ha interpuesto el presente recurso de inconstitucionalidad. En este punto 
considera el Auto de la mayoría que el recusado sí intervino indirectamente en dicha reforma, tras 
examinar “si en las circunstancias en que se produjo era ya discernible en el plano fáctico, y no tanto en el 
de los formalismos legales que no serían, en su caso, el elemento clave desde la óptica de la garantía de la 
imparcialidad, la existencia de un iter concreto de reforma del Estatuto de Cataluña y de la participación 
en él del Instituto de Estudios Autonómicos como institución asesora de esa reforma” (FJ 8).

            Frente a lo afirmado, entiendo que ni la utilización posterior del trabajo realizado, ni las 
declaraciones, también posteriores, del Director del IEA, pueden transformar un estudio académico en la 
participación, ni siquiera indirecta, en un concreto proceso de reforma estatutaria. Y es que, como hemos 
repetido hasta la saciedad, el trabajo del profesor Pérez Tremps se enmarca en el debate abierto en el IEA, 
en el ámbito del cometido que le es propio, antes incluso de que se adoptara la decisión política de iniciar 
ningún proceso de reforma.  

Así, sólo la extensiva interpretación que la resolución mayoritaria hace de la causa 13ª aducida, que se 
aleja no sólo de anteriores manifestaciones sobre la necesidad de interpretación estricta y rigurosa de las 
causas de recusación cuando se pretenden proyectar sobre los miembros del Tribunal Constitucional, sino 
también de nuestros precedentes doctrinales y del entendimiento común de la garantía constitucional de 
imparcialidad, permite dar cobertura a una decisión estimatoria de la que respetuosa, pero rotundamente, 
disiento.

            En Madrid a cinco de febrero de dos mil siete.
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